
  
  
 
 
 

w w w . c o n s e j o d e e s t a d o . g o v . c o  

Calle  12  No.  7 -65 -  Te l :  (601) 350-6700 
Bogotá  D.C. -  Colombia 

1 

 

CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN A  

CONSEJERO PONENTE: GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ  

 

Bogotá, D.C. veinte (20) de octubre de dos mil veint idós (2022)  

 

Referencia:   Nulidad y restablecimiento del derecho.   

Radicación:  05001-23-33-000-2017-02209-01 (6576-2019) 
Demandante:  ALVARO QUINTERO SEPULVEDA  
Demandado: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN.  
 
Tema: Ret iro del cargo de provis ional por nombramiento de 
empleado de carrera.  Estabi l idad Laboral Reforzada.  
 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

I .  ASUNTO 

 

La Sección Segunda, Subsección A decide el recurso de apelación 

interpuesto por  el señor ÁLVARO QUINTERO SEPÚLVEDA contra 

la sentencia de 25 de sept iembre de 2019,  proferida por el  Tr ibunal 

Administ rat ivo de Ant ioquia, Sala Cuarta de Oral idad que negó las 

pretensiones de la demanda de la referencia . 

 

I I .  ANTECEDENTES. 

 

2.1. Pretensiones 

 

2.1.1.  Álvaro Quintero Sepúlveda,  actuando en causa propia , 

sol ici tó  se declare la nul idad del Decreto 5890 del 30 de noviembre 

de 2016 expedido por la Procuraduría General de la Nación 

mediante el cual se dispuso su retiro de la entidad. 

 

Que como consecuencia de lo anter ior : 

 

2.1.2 Se reintegre a un cargo del mismo nivel y grado al que venía 
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desempeñando al momento de la desvinculación y hasta el momento 

en el que sea incluido en la nómina de pensionados por 

Colpensiones.  

 

2.1.3 Se disponga a tí tulo de indemnización el pago de los salar ios 

y prestaciones sociales incluyendo los aportes a la segur idad social 

desde la fecha de ret iro hasta la fecha en que sea incluido en la 

nómina de pensionados por parte de Colpensiones.  

 

2.1.4. Se disponga el pago indexado de las sumas que resulte a 

deber la demandada.   

 

2.1.5 Se condene en costas. 

 

2.2. Hechos.  

 

En la demanda1 se narraron los hechos relevantes que a 

cont inuación se resumen:  

 

2.2.1. El actor estuvo vinculado a la Procuraduría General de la 

Nación en el cargo de Procurador 113 Judicial Administrat ivo II  3PJ -

EC de Medel lín desde el 2 de junio de 2015 hasta el 1 de febrero 

de 2017.  

 

2.2.2  La Procuraduría General de la Nación convocó a concurso de 

méritos para proveer los cargos de Procuradores Judiciales I y II  a 

t ravés de la Resolución 040 del 20 de enero de 2015 y mediante la 

Resolución 345 del 8 de jul io de 2016 publicó la l is ta de elegi bles 

para el cargo de Procuradores Judiciales II .   

 

2.2.3. Mediante Decreto 5890 del 30 de noviembre de 2016 se 

nombró al señor LUIS FERNANDO HENAO JARAMILLO en el cargo 

de Procurador Judic ial I I  Código 3PJ, Grado EC en virtud de la l is ta 

 
1 Fol ios 1  a l  49 del  expediente .   
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de elegibles  y  se dispuso la terminación de la v inculación laboral 

en provis ional idad del demandante quien desempeñaba este cargo.  

 

2.2.4. El acto administrat ivo ci tado no fue noti f icado y el accionante 

se enteró de la decis ión mediante la comunicación 7332 del 9 de 

dic iembre de 2016.   

 

2.2.5. El ret iro del demandante se mater ial izó el 1 de febrero de 

2017, fecha en la cual tomó posesión del cargo que desempeñaba 

el señor HENAO JARAMILLO.  

 

2.2.6  Desde el 24 de sept iembre de 2016, el señor QUINTERO 

SEPULVEDA puso en conocimiento de la Procuraduría General de 

la Nación la condición de prepensionado que ostentaba . 

 

2.2.7.  El 27 de enero de 2016 además de reiterar su condición de 

prepensionado sugir ió a la entidad demandada la posibi l idad de 

crear transitoriamente los cargos necesar ios para proteger el 

derecho de quienes se encuentran en condición laboral protegida. 

La ent idad respondió mediante Of ic io SG No. 0529 del 19 de febrero 

de 2016 que el lo no es posible,  pues se requier e de autor ización 

del Congreso de la Repúbl ica.   

 

2.2.8. El 29 de jul io de 2016 remite a la ent idad demandada un 

correo con los documentos que acreditan su condición laboral 

reforzada de prepensionado y padre cabeza de famil ia ante la 

inminencia de los nombramientos como consecuencia del concurso 

de méritos adelantado.   

 

2.2.9 A través de comunicación del 23 de agosto de 2016,  además 

de rei terar la condición laboral reforzada, el demandante l lamó la 

atención de la ent idad en el sent ido de que quedaban tres plazas 

disponibles del mismo nivel y grado del cargo que ocupaba y solic itó 

se estudiara la posibi l idad de efectuar un traslado a alguno de esos 

empleos.   
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2.2.10 La ent idad mediante Of ic io SG 05476 del 4 de octubre de 

2016 resolvió no reconocer la condición de padre cabeza de famil ia.  

 

2.2.11 El 18 de enero de 2017, el accionante reiteró su condición 

laboral reforzada y la ent idad demandada dio respuesta en Of icio 

SG No. 0942 del 14 de febrero de 2017.  

 

2.2.12 Al momento del ret i ro del señor QUINTERO SEPULVEDA  

contaba con 64.11 años de edad y tenía a cargo a su esposa y dos 

hi jos de 7 y 9 años quienes dependían totalmente de sus ingresos 

laborales para viv ir.  

 

2.2.13 El 12 de diciembre de 2016 , el Juzgado 17 Administ rat ivo 

Oral de Medel lín prof ir ió sentencia a favor del actor ordenándole a 

Colpensiones reconocer le la pensión de jubi lación, sin embargo 

dicha ent idad apeló la decis ión y se encuentra en estudio del 

Tribunal Administrat ivo de Ant ioquia.  

 

2.2.14 Algunos Procuradores Judiciales II  desvinculados como 

resultado del concurso fueron reubicados pese a no  tener la 

condición laboral reforzada, lo que demuestra que la ent idad tenía 

un margen de maniobra, ci tó t res casos en esa situación: Germán 

Darío Restrepo,  Luis Alberto Castañeda Hernández y Marcia Kar ina 

Hadad.  

 

2.3.  Concepto de la violación. 

 

El  apoderado del demandante consideró como normas vulneradas:  

 

- Artículos 1, 2, 4, 5, 25, 42, 43 ,44, 48, 53, 93,  y 209  de la 

Const itución Polít ica. 

- Artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 . 
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Señaló que el acto administrat ivo impugnado se encuentra v ic iado 

de nul idad, por cuanto se expidió con desconocimiento de las 

normas en las que debía haberse fundado, en el  sent ido de que 

desconoce los derechos fundamentales der ivados de la condición 

laboral reforzada que tenía el actor al momento del ret iro.   

 

Además consideró que fue expedido de manera ir regular al 

desconocer los pr incipios de igualdad,  buena fe, responsabi l idad, 

imparcialidad, y t ransparencia que r igen a las ent idades p úbl icas.    

 

Sostuvo que la protección laboral reforzada no se l imita solo al 

retén social s ino se ext iende a todos los servidores públ icos que 

les fal te menos de t res años para cumplir los requisitos para 

acceder a la pensión.  

 

Además, indicó que el Departamento Admin istrat ivo de la Función 

Públ ica expidió la Circular No. 12655 de 1996 en la que contempló 

la hipótesis de los empleados que pese a reunir los requisi tos para 

acceder a la pensión de jubilación o vejez, ésta no ha sido 

reconocida por negl igencia de la ent id ad encargada, caso en el que 

se encuentra el demandante.   

 

En ese orden de ideas, argumentó que el actor no podía ser ret i rado 

hasta tanto se le reconociera la pensión y se le incluyera en la 

nómina de pensionados, no puede haber solución de cont inuidad 

entre el salar io y la mesada pensional.  

 

Fundamentó sus razonamientos en jurisprudencia de la Corte 

Const itucional y el Consejo de Estado citando dos interpretaciones 

respecto a la condición de prepensionado ,  una, según la cual , 

aunque la persona reúna los requisitos s i aun no se le ha 

reconocido y se encuentra en t rámite goza de esa condic ión y otra, 

que considera que sólo aplica a los servidores que les faltare menos 

de t res años para cumplir los requisitos.  
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En conclusión, expresó que se debe tener en cuenta la 

interpretación más favorable  en virtud del artículo 53 de la Carta 

Polí t ica dado que a la fecha de ret iro tenía 64.11 años de edad y 

era padre de dos niños de 7 y 9 años.  

 

De otra parte,  manifestó que en tratándose de procesos de 

concurso de méritos entran en tensión dos derechos de raigambre 

const itucional, el del aspirante a acceder al  empleo a t ravés del 

proceso de selección y el del prepensionado. En estos casos el 

provis ional goza de un trato prefe rencial encaminado a que la 

administ ración debe establecer medidas de acción af irmat ivas que 

protejan sus derechos ante el eventual ret iro de la ent idad.  

 

Aseveró que en el caso del actor existía diferencia entre las plazas 

ofertadas y las provistas por la l is ta de elegibles, en la Convocator ia 

005-2015 (Procuraduría para Asuntos del Trabajo)  de 14 plazas 

ofertadas la l is ta de elegibles se conformó con 11 concursantes, 

por lo que quedaron 3 cargos disponibles.  

 

Agregó que en la Convocator ia  001-2015  (Procuraduría de 

Rest itución de Tierras) de 23 plazas ofertadas la l ista de elegibles 

se conformó con 21 personas quedando 2 disponibles  y en la 

Convocator ia 002-201(sic) (Procuraduría para Asuntos Ambientales 

y Agrar ios) de 31 plazas ofertadas quedó integrada por 28 

personas. 

 

Argumentó que la ent idad demandada tenía un margen de maniobra 

para garant izar le sus derechos laborales.  

 

Además, af i rmó que la ent idad no real izó el estudio de la condición 

laboral reforzada en la que se podían encontrar algunos servidores 

por lo que hizo uso arbitrar io de la potestad discrecional al 

desconocer los derechos de las personas.  
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Mencionó que se desconoció el pr incipio de igualdad porque al no 

real izar la ponderación de los derechos de quienes estaban 

nombrados en provisional idad no era posible saber quiénes tenían 

mejor derecho a estar v inculados como medi da de acción 

af irmat iva.  

 

De otro lado, en relación con su condición de padre cabeza de 

famil ia expresó que merecía protección dada la dependencia 

económica absoluta de sus dos hi jos y de su esposa. 

 

2.4. Contestación de la demanda.  

 

La Procuraduría General de la Nación,  por medio de apoderado 

judic ial ,  se opuso a las pretensiones de la demanda 2,  con 

fundamento en los s iguientes argumentos:   

 

Señaló que la Corte Const itucional en Sentencia C 101 de 2013 

declaró inexequible la expresión  “Procurador Judic ial”   y ordenó a 

la Procuraduría General de la Nación convocar a concurso públ ico 

para la provis ión de los cargos en pr opiedad. 

 

Expl icó que en cumplimiento de dicha orden la Procuraduría a 

t ravés de la Resolución 040 de 2015,  dispuso la apertura del 

proceso de selección a todos los empleos de Procurador Judicial .  

 

Agregó que si se reconociera en gracia de discusión el  carácter de 

prepensionado del actor se debe tener en cuenta lo que ha 

sostenido la Corte Const itucional, en el sent ido de que las medidas 

de protección deben estar encaminadas a que estas personas sean 

la últ imas en ser desvinculadas pero no impone su permanencia 

def ini t iva.   

 

 
2  Fo l ios  178  a l  186 de l expediente.  
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Señaló que bajo la tesis de la Corte Const itucional no es posible 

desplazar a quien legít imamente ganó el concurso sino que se 

deben adoptar medidas af irmat ivas de protección siempre que 

resulte posible para la administración.  

 

Ahora bien, frente a la condición de padre cabeza de famil ia que 

alega ostentar el demandante af irmó que revisada la hoja de vida 

se le informó que no era posible acceder a su sol ic itud, además que 

el accionante es un abogado especial izado y con exper iencia que 

puede emplearse en cualquier otro ámbito laboral  y sus hi jos no son 

menores de edad ni se encuentran en condición de discapacidad o 

indefensión.   

 

Consideró que la orden emit ida por la Corte Consti tucional no  quedó 

atada a ningún condicionamiento ni se ordenó a la administración 

tomar algunas medidas frente a los servidores provis ionales,  de al l í  

que la Procuraduría General de la Nación ofertó todos los cargos 

de planta con la denominación de “Procurador Judic ial” 

 

Propuso las s iguientes excepciones: 

 

( i ) Ineptitud sustantiva de la demanda.  El accionante sol ic itó 

la nul idad del Decreto 5890 del 2016, pero no de la l is ta de 

elegibles contenida en la Resolución 345 de 2016 

correspondiente a la Convocator ia 006-2015 de la cual hac ía 

parte el demandante.  

 

Consideró que al ser la l is ta de elegibles un acto 

administ rat ivo part icular y demandable ante la ju r isdicción 

contenciosa se conf igura una proposic ión jurídica incomple ta 

que inhibe al juez de conocimiento a pronunciarse .  

 

( i i )  Innominada o genérica.  
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2.5. Decisiones relevantes en la audiencia inicial 3.  

 

El Tribunal Administ rat ivo de Antioquia se pronunció f rente a la 

excepción presentada por la ent idad demandada de inept itud 

sustant iva de la demanda considerando que el Decreto 5890 de 

2016 acusado por el  actor mediante el cual se nombró al señor 

Henao Jaramillo y se le desvinculó de la ent idad al señor Quintero 

Sepúlveda es el acto administ rat ivo part icular y concreto que se 

torna lesivo para los intereses del demandante.  

 

Ahora bien, sostuvo que la Resolución 345 de 2015 a t ravés de la 

cual el  Procurador General de la Nación conformó la l ista de 

elegibles no creó,  modif icó o ext inguió la s ituación part icular del 

actor s ino que incluyó la persona que f inalmente fue nombrada 

dentro de la l ista de aspirantes , razón por la cual encontró no 

probada la excepción.   

 

La decisión de excepciones no fue objeto de recurso por 

ninguna de las partes.  

 

El  l it igio fue f i jado en los s iguientes términos:  

 

« cons is te en establecer s i  se acred i tan o  no los  supuestos 
en los  cua les  se fundamenta  la  pre tens ión de dec larator ia 
de nu lidad parc ia l de l  Decre to 5890 del  30 de noviembre de 
2016, mediante  e l  cual  se  d ispuso entre  otras  e l  ret i ro  de l 
señor Á lvaro  Quin tero  Sepúlveda de la  entidad demandada.  
 
Una vez acred i tada la  i lega l idad del  ac to acusado, se 
ana l izará  si  resu l ta  procedente  o  no ordenar a  la 
Procuraduría  General  de la  Nac ión,  e l  re in tegro  a  un cargo 
de l mismo n ive l y  grado a l que venía  desempeñando el 
demandante al  momento de su desv incu lac ión y  hasta  e l 
momento en que sea inc luido en la  nómina de pens ionados 
por parte de Colpensiones.  
 
As í  mismo, deberá determinar e l Tribunal  s i resu l ta o  no 
procedente   acceder a  la  pretens ión secundar ia  invocada 
por e l  ac tor  en términos que se d isponga a  t í tu lo  de 
indemnizac ión, e l pago de sa lar ios y  pres taciones soc ia les, 

 
3 Fol ios 221 al  223 del  exped iente .  
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inc luyendo los  aportes a segur idad social ,  desde la  fecha de 
re ti ro  de l accionante hasta  la fecha en que sea inc lu ido en 
la  nomina de pensionados por parte de Colpensiones,  con 
los correspondientes  aportes  a la  segur idad soc ial  en 
pens iones durante  ese lapso .» 

 

2.6. La sentencia apelada4 

 

El Tr ibunal Administrat ivo de Ant ioquia por medio de la sentencia 

del  25 de sept iembre de 2019, negó las súplicas de la demanda, 

con base en los argumentos que se resumen a cont inuación:  

 

Consideró que en la Resolución 040 de 2015 se previó la forma 

como debían efectuarse los nombramientos conforme a las 

premisas del artículo 217 del Decreto 262 de 2000 , es decir , 20 días 

hábi les después de publ icadas las l istas,   salvo que se produjeran 

los hechos previstos en los artículos 189 y 190 del c itado decreto 

como son (i) la protección del estado de embarazo  o adopción, 

evento en el cual la provis ional idad se prorroga t res meses más 

después de la fecha del parto  o de la entrega del menor y ( i i ) 

respetando el orden de pr ior idad al lí  establecido.  

 

Ahora bien, señaló que estas eran las s ituaciones que el legis lador 

previó como de protección especial .  

 

De otro lado, expuso que jur isprudencialmente se ha dado especial 

protección y se le asigna el cal if icat ivo de estabi l idad laboral 

reforzada a las condiciones de prepensionado y padre cabeza de 

famil ia.   

 

Así las cosas, expuso que si el actor obtuvo una orden judic ial  que 

le conmina al reconocimiento y pago de la pensión de jubilación es 

porque ya logró acreditar el  cumplimiento de los requisitos para 

acceder a la misma, por lo que no se puede predicar la condición 

de prepensionado conforme a la sostenido por la Corte 

 
4 Fol ios 314 al  334 del  exped iente .  
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Const itucional en sentencia de unif icación SU  003 de 2018.  

 

En relación con la condición de padre cabeza de famil ia manifestó 

que la Corte Consti tucional ha aclarado que la protección se da por 

la privación del trabajo de la persona que sost iene sin ayuda de 

otros su hogar y afecta a los menores o mayores con condición de 

discapacidad que dependen de el la.  

 

No obstante, af i rmó que no se determinaron las condiciones para la 

procedencia de tal  protección que son (i)  estén a su cuidado ,  ( i i) 

v ivan con él, ( i i i) dependan económicamente  y ( iv) que les br inde 

cuidado, es decir, que la manutención sea exclusiva por  parte del 

padre cabeza de famil ia.  

 

Señaló que las pruebas obrantes en el expediente s ólo dan cuenta 

de que el demandante es padre de dos menores y que él asume la 

obl igación del pago escolar s in que sea indicat ivo que están a su 

cuidado, que viven con él  o dependan económicamente. 

 

En consecuencia, advirt ió que la protección que se alega no se hace 

exigible, por cuanto es necesar io probar la cal idad alegada para 

obtener el benef ic io laboral, pues es claro que la provisional idad y 

la condición de padre cabeza de famil ia no conceden un derecho 

indefinido a permanecer en el cargo de carrera.  

 

2.7. Recurso de apelación . 

 

La parte demandante  apeló5 la anter ior decis ión, sol ici tando la 

revocatoria del fal lo de pr imera instancia con base en los 

argumentos que a cont inuación se resumen:  

 

Expresó que para resolver el presente asunto se debe considerar 

el  principio pro persona  que en mater ia laboral subsume el pr incipio 

 
5 Fol ios 340 al  351 del  exped iente .   
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de favorabi l idad cuya f inal idad es proteger la dignidad humana.  

 

Manifestó que el Tr ibunal para denegar las pretensiones sólo 

constató s i se reunía los requisitos formales de la condición de 

prepensionado y padre cabeza de famil ia  sin indagar las 

condiciones de vulnerabil idad por tratarse de una persona de 

tercera edad sin alternativa económica.  

 

Además, adujo que se dejó de lado la protección invocada para los 

hi jos menores de edad los cuales gozan de protección 

const itucional e internacional sólo se l imitó a demostrar que las 

personas nombradas en provis ionalidad  carecen de derechos 

laborales frente a quienes se encuentran en la l ista de elegibles 

cuando lo que se demandó fue el  desconocimiento de los derechos 

que protegen a la vulnerabi lidad de la persona.  

 

Consideró que la l it is  no se planteó desde la óptica de los derechos 

de la l ista de elegibles versus los que ocupan cargos de 

provis ional idad sino frente a la protección de los derechos 

const itucionales de las personas de tercera edad y los niños.  

 

De ot ra parte,  f rente a la condena en costas sol ici tó se revoque 

pues se limita el  acceso a la just ic ia , en está caso se actuó de 

buena fe s in temeridad y respetando el marco jurídico que rodea el 

proceso. 

 

Agregó que el artículo 188 del CPACA dispone que el juez 

determinará si es procedente la condena en costas,  quiere el lo 

decir, que debe pronunciarse al  respecto,  pero no signif ica que 

deba causarse de manera automática a la parte vencida en el juic io ; 

debe comprobarse que se causaron.  

 

Aseveró que en el presente caso el a quo  no ver if icó que las costas 

se hubieren causado, razón por la cual la condena carece de 

fundamento.  
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2.8. Alegatos de conclusión. 

 

La parte demandante6 guardó si lencio.  

 

La entidad demandada7 expresó que el actor no ostentaba la 

cal idad de prepensionado al momento del ret i ro , toda vez que para 

la fecha contaba con los requisitos de edad y cot izaciones 

requeridos para acceder a la pensión.  

 

Frente a la solic itud de inclusión en nómina aclaró que esta es una 

exigencia para cuando se da por terminada la relación laboral por 

reconocimiento pensional pero no cuando la desvinculación se 

motiva en la selección de una persona que ganó el concurso de 

méritos.   

 

Ahora bien, en relación con la condición de padre cabeza de famil ia 

sostuvo que como bien lo di jo el  Tribunal no se aportaron pruebas 

que acrediten tal condición 

 

El Ministerio Público guardó si lencio. 

 

I I I .  CONSIDERACIONES 

 

3.1. Competencia  

 

De conformidad con el artículo 150 del Código de Procedimiento 

Administ rat ivo y de lo Contencioso Administrat ivo ,8 el Consejo de 

Estado es competente para resolver el recurso de apelación 

 
6 Fol ios 368 de l expediente.  

7 Índ ice 12 SAMAI .  

8 E l  Consejo de Estado , en Sala  de lo Contencioso  Administrat ivo conocerá en 
segunda instanc ia de las apelac iones  de las sentenc ias d ic tadas en pr imera 
ins tanc ia por  los t r ibuna les adminis tra t ivos y  de  las  ape laciones de  autos 
suscep t ib les de este med io  de impugnac ión ,  así  como de los recursos de  queja 
cuando no se conceda e l  de apelac ión por  par te de los t r ibuna les ,  o se conceda 
en un e fecto  d is t in to  de l  que  corresponda, o no se concedan los 
extraord inar ios  de  revis ión o  de uni f icac ión de jur isp rudenc ia .  
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interpuesto.  

 

3.2. Marco de análisis de la segunda instancia.   

 

En virtud de lo dispuesto en el artículo 328 del Código General del 

Proceso9,  la competencia del juez de segunda instancia está 

c ircunscri ta a los argumentos expuestos por el  apelante.  

 

3.3. Problema jurídico. 

 

De acuerdo con los argumentos presentados por la parte 

demandante en el recurso de apelación, esta Sala deberá 

determinar s i le asiste razón al sol ic itar la nul idad  del acto 

administ rat ivo acusado a través del cual se le ret iró del cargo de  

Procurador Judic ial I I  Código 3PJ, Grado EC en la Procuraduría 113 

Judicial I I  Administrat iva con sede en Medel lín  por desconocerse la 

condición de estabi lidad laboral reforzada que ostentaba a la fecha 

de ret iro y en consecuencia s i  t iene derecho al restablecimiento o 

a la reparación del daño ocasionado.   

 

Con el anter ior f in, deberá analizarse  ( i)  el  régimen de carrera de 

la Procuraduría General de la Nación ,  y  ( i i )  el  anál isis del caso 

concreto. 

 

3.4 Marco normativo y Jurisprudencial .  

 

3.4.1 Régimen de Carrera de la Procuraduría General  de la 

Nación. 

 

El artículo 125 de la Const itución Polít ica establece que por regla 

general los cargos en los órganos y las ent idades del Estado son 

de carrera.  

 
9 «Competenc ia  del  super ior .  El  juez de  segunda ins tancia  deberá 
pronunc iarse so lamente  sobre los argumentos expuestos por  e l  ape lan te,  s in 
per ju ic io de las dec is iones  que deba adoptar  de  o f ic io,  en los casos  prev is tos 
por  la ley […]».  
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La Procuraduría General de la Nación t iene un régimen especial  de 

carrera de origen consti tucional consagrado en el artículo 279 de la 

Carta Polít ica que establece:  

 

“ARTICULO 279. La ley  determinará  lo re la tivo  a  la 
es truc tura  y  a l  funcionamiento  de la  Procuraduría  General 
de la  Nac ión,  regulará  lo  a tinente a l  ingreso y  concurso de 
méri tos y al  ret i ro de l  serv ic io , a las inhabi l idades, 
incompat ib i l idades,  denominación,  cal idades,  remuneración 
y  a l  rég imen d isc ip l inar io  de todos los  func ionar ios  y 
empleados de d icho organ ismo. ” 

 

 
A su vez, la Ley 201 de 1995 en su artículo 134 desarrol ló la 

disposic ión const itucional  determinando:  

 

“ARTÍCULO 134. CONCEPTO.  La Carrera de la Procuraduría 
Genera l  de la Nación y  (…) es un s is tema técn ico de 
admin is tración de persona l que t iene por ob je to garant izar 
la e f ic iencia  de es tas  entidades y  o frecer a todos los 
c iudadanos igua ldad de oportunidad para  e l acceso a  e l las, 
la capaci tac ión,  la  es tab il idad en sus  empleos y  la 
pos ib i l idad de ascender en la Carrera ,  como también 
es tab lecer la  fo rma de re ti ro  de la misma. ” 

 

Con poster ior idad, el Presidente de la Republ ica en uso de las 

facultades extraordinar ias otorgadas mediante la Ley 573 de 2000 

prof ir ió  el Decreto Ley 262 de 2000 mediante el  cual , entre otras 

disposic iones, modif ica el régimen de carrera especial de la 

Procuraduría General de la Nación.  

 

Ahora bien, el art ículo 182 del Decreto Ley 262 de 2000 establece 

la c lasi f icación de los empleos, así:  

 
“Los empleos, de acuerdo con su naturaleza y fo rma de 
prov is ión,  se  c las if ican as í :  
1 )  De carrera 
2)  De libre  nombramiento y  remoción  
Los  empleos de la  Procuraduría  Genera l  de la  Nac ión son de 
carrera,  con excepc ión de los de l ib re  nombramiento  y 
remoc ión. 
Los  empleos de l ibre nombramiento  y  remoc ión son:  
-  V iceprocurador general  
-  Secre tar io  genera l  
-  Tesorero 
-  Procurador auxi l ia r  
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-  D irec tor 
-  Jefe de la  d iv is ión admin is tra tiva y  f inanc iera  de l  ins t i tu to de 
es tud ios  de l Min is ter io Púb lico  
-  Procurador delegado 
-  Procurador judicial   
-  Asesor del  despacho del  p rocurador  
-  Asesor del  despacho del  v iceprocurador  
-  Veedor 
-  Secre tar io  pr ivado 
-  Procurador reg iona l  
-  Procurador dis t r i ta l  
-  Procurador prov inc ia l  
-  Jefe de o f ic ina 
-  Jefe de la  d iv is ión de segur idad  
-  Agentes  adscr i tos  a  la  d iv is ión de seguridad y  demás 
serv idores cuyas func iones cons is tan en la  protecc ión y 
segur idad persona les  de los serv idores  púb licos ,  cua lqu iera 
sea la  denominac ión de l empleo.  

3 .  De período f i jo :  Procurador Genera l  de la  Nación. ”  ( Negri l la 
fuera de texto)  

 

La clasif icación de los Procuradores Judic iales en cargos de libre 

nombramiento y remoción no ha sido un tema pací f ico, por cuanto 

se han realizado var ios pronunciamientos const itucionales en las 

sentencias: C-334 de 1996, C-031 de 1997, C-443 de 1997 y C-146 

de 2001, declarando en esta úl t ima exequible la expresión                      

“Procurador Judic ial” ,  sosteniendo: 

 

“ (…) igua l  que ocurre  con los  Procuradores  Delegados,  los 
Procuradores  Jud ic ia les  son agentes  d i rec tos  de l  Procurador 
f rente a los despachos jud ic ial es ante  los  que ac túan como 
Min is terio  Púb l ico . Y la  Corte examinó la dependenc ia  di rec ta  de 
es ta  c lase de empleados de l Min is terio  Públ ico ,  al  dec id i r  sobre 
la  consti tuc iona l idad de normas que inc lu idas  en la  Ley 27 de 
1992 y  en la  Ley 201 de 1995, en lo  sus tanc ia l,  es  e l  mismo, como 
ya se recordó en esta  sentenc ia .  
 
En consecuenc ia , por ex is ti r  cosa juzgada const i tuc iona l,  se 
dec larará exequ ib le la expresión "Procurador Jud ic ial"  del 
numera l  2 )  de l a r t ícu lo 182 del  Decre to  262 de 2000. (…)”  

 

A pesar de lo dicho, y por considerar que en relación con el examen 

f rente al artículo 280 de la Const itución no existía cosa juzgada,  la 

Corte Const itucional en sentencia C-101 de 2013 abordó 

nuevamente el estudio y declaró inexequible la expresión 

“procurador judic ial” del numeral 2 del art ículo 182 del Decreto Ley 

260 de 2000 por vulnerar el artículo 280 citado que consagra la 
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equiparación en mater ia de derechos entre los magistrados, jueces 

y agentes del Ministerio  Públ ico que ejercen el cargo ante ellos, 

estimando que entre los derechos a homologar est á el de ser 

considerado de carrera administrat iva ,  por tal razón ordenó la 

incorporación de los Procuradores Judiciales en el régimen de 

carrera de la Procuraduría General de la Nación.  

 
Así las cosas,  el  cargo de Procurador Judic ial  pasó de ser  un cargo 

de l ibre nombramiento y remoción a un empleo de carrera 

administ rat iva.  

 

Además ,  la Corte Const itucional ordenó  a la PGN que en un término 

máximo de 6 meses contados a part ir  de la ejecutor ia del fal lo se 

convoque a concurso públ ico para la provis ión en propiedad de los 

cargos de Procurador Judic ial.  

 

3.4.1.1 Convocatoria del Concurso de Méritos en cumplimiento 

de la Sentencia C-101 de 2013.  

 

En cumplimiento de la orden impart ida por la Corte Const itucional 

en sentencia C-101 de 2013, el  Procurador General de la Nación  

mediante la Resolución 040 del 20 de enero de 2015,  dio apertura 

al  proceso de selección para proveer los 744 cargos de 

Procuradores Judic iales de los cuales 317 son Procuradores 

Judiciales I y 472 Procuradores Judic iales II ,  a través de 14 

convocatorias.  

 

En dicho acto administ rat ivo reglamentó las condiciones de la 

convocatoria estableciendo,  ent re otras, ( i ) 6 etapas del proceso de 

selección: convocator ia, reclutamiento,  apl icación de pruebas, 

conformación de la l ista de elegibles, per íodo de prueba y 

cal if icación de este per íodo, (i i ) el término de inscripción era desde 

el 16 al 20 de febrero de  2015, ( i i i ) se determinaron 3 pruebas,  la 

de conocimientos con un valor porcentual de 55%, competencias 

comportamentales con 25% y el anál is is de antecedentes con 20% 
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y ( iv) se est ipuló que la l ista de elegibles se conformaría con 

aquel los concursantes que obtengan un puntaje igual o super ior al 

70%. 

 

La Sección Segunda de esta Corporación se pronunció sobre la 

legal idad10 de la mencionada Resolución 040 de 2015 en los 

s iguientes términos:  

 

“SEGUNDO: DECLARAR la  lega lidad condic ionada de l  in c iso 
3º de l numeral  1º  de l a r t . 17 de la Resolución 040 DE 2015, 
en el  en tend ido de que en la prueba de aná lis is  de 
antecedentes  puede o torgarse punta je  tanto  a  los  posgrados 
(maestr ías ,  doc torados o  posdoctorados en derecho) que 
sean especí f icos  respecto  de la  convocator ia  y  empleo 
correspondiente , así  como también,  aque llos cuyo t í tu lo no 
espec i f ique determinada área de pro fund izac ión de l 
derecho, pero  de los  cua les  se pueda der ivar,  bien sea por 
las ca l i f icac iones obtenidas,  por e l conten ido del  p rograma  
académico cursado o  por la  tes is  o  t rabajo  de invest igac ión 
ade lantado, que e l concursante cuenta con la  idoneidad 
pro fes iona l y los  conoc imientos  previs tos  en cada 
convocator ia  para  e l  desempeño de l  empleo 
correspondiente .  

TERCERO: DECLARAR la  lega lidad cond ic ionada de los 
ar ts.  5º  ( inc iso  3º),  9º  (numera l 2.9)  y 17 (parágra fo  1º)  de 
la Resoluc ión 040 de 2015, en el  en tend ido que las 
pub l icac iones de l ib ros  que dan lugar a  punta je  en la  prueba 
de aná lis is de antecedentes  se pueden presentar en or ig ina l 
y f ís ico o  en forma d ig i tal  por quienes superen la  prueba de 
conoc imientos , en la  fecha y  lugares  que se es tab lezcan 
mediante  aviso  en la  pág ina web ins t ituc iona l ,  los  cua les 
deberán ca l i f icarse ba jo  los  mismos cr ite r ios  y  parámetros 
en términos de igualdad,  s iempre y cuando los  derechos de 
autor de unos y otros  se encuentren deb idamente 
reg istrados y  la  pub l icac iones cuenten con e l  respect ivo 
ISBN (In ternat iona l Standard Book Number) , ta l como se 

ex ige en e l numera l 2º  de l ar t .  17  de l  ac to demandando.  

CUARTO: Las decis iones conten idas en los  dos numera les 
precedentes ,  tendrán el  efec to  que se menciona a 
cont inuac ión:  

1 .  La lega lidad cond ic ionada de los  Art ícu los  5º  inc iso  3º ;  9º 
numera l  2 .9 y 17 parágra fo 1º  y de l Art ícu lo 17,  numera l 1ª. 
Inc iso 3ª de la Reso luc ión 040 de 2015, ta l como se expresó 
en los  numera les  3 .9  y  3 .11 de esta  prov idenc ia ,  so lamente 

 
10 Consejo de  Estado , Sa la  de lo Contenc ioso  Admin ist rat ivo,  Sección 
Segunda,  Sentencia 30  de  ju l io de 2021.  Rad.110010325000201500366 00 
(0740-2015) y acumulados  
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produc irá  e fec tos  ex  nunc,  es to  es ,  hac ia  fu turo ,  con e l 
p ropós i to de sa lvaguardar las  s ituac iones ju r íd icas y  los 
derechos ind iv iduales  ya conso l idados.    

2 .  En el  caso de que ex is tan l is tas  de elegib les  pend ientes 
de e laborar,  deberá darse es tric ta  ap l icación a  las 
d ispos ic iones cuya legal idad cond ic ionada se dec lara en 
es ta  providencia ,  en el  sent ido de as ignar punta je  en las 
d i ferentes pruebas y  aná lis is  de antecedentes ,  a  los 
posgrados de maestr ía ,  doc torado y  posdoctorado cuyos 
t í tu los  no re f le jen un área específ ica  del  derecho, pero  de 
los cua les  se pueda der ivar que se cuenta con los 
conoc imientos  especí f icos  de la convocator ia  a  la  cual  se 
asp ira . En cuanto  a los  l ib ros ,  se tendrán como vá lidos tanto 
los aportados en f ís ico como aque l los que se presenten en 
forma d ig ita l ,  s iempre y  cuando los  derechos de autor de 
unos y  o tros  se encuentren deb idamente reg is trados y las 
pub l icac iones cuenten con e l  respect ivo  ISBN ( Internat iona l 
Standard Book Number) ,  ta l  como se exige en e l  numeral  2º 
de l  a rt .  17  de l  acto demandando.    

3 .  Respecto  de aque l los  asuntos  que se estén venti lando en 
procesos de nu l idad y  restab lec imiento del  derecho que se 
encuentren en t rámi te y  que tengan que ver con los 
prob lemas ju r ídicos menc ionados en los  numera les  3 .9  y 
3 .11 de es ta  prov idenc ia , el  efec to  será  re trospect ivo , 
s iempre y  cuando las decis iones que se adopten no a fec ten 
las  s ituaciones ju r íd icas  y  los  derechos ind iv idua les  y a 
conso l idados.   

QUINTO: NEGAR la  nu lidad de l ac to demando respecto de 
las  demás pre tens iones  de las  demandas acumuladas. ” 

 

3.5. Análisis del  caso concreto. 

En el caso sub li te  está demostrado lo siguiente:  

 

3.5.1 Datos del actor y su vinculación laboral.  

 

- El señor ALVARO QUINTERO SEPULVEDA nació el 19 de 

marzo de 1952 de conformidad con la copia de la c édula de 

ciudadanía.11 

 

- El día 20 de mayo de 2015 mediante Decreto No. 91312 de 

2015 el Procurador General de la Nación nombró en 

 
11 Fol io  50  de l  exped ien te.  

12 Fol io  54  de l  exped ien te.  
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provis ional idad al señor ALVARO QUINTERO SEPULVEDA  

en el cargo de Procurador 113 judic ial I I  de Medel lín, Código 

3PJ. 

 

- Mediante Decreto 5890 del 30 de noviembre de 2016 13,  la 

Procuradora General de la Nac ión nombró en período de 

prueba al señor LUIS FERNANDO HENAO JARAMILLO en el 

cargo que desempeñaba el señor QUINTERO SEPULVEDA y 

señaló que con la posesión culminaría  la vinculación laboral 

del actor.  

 

- El 1 de febrero de 2017, el señor LUIS FERNANDO HENAO 

JARAMILLO se posesionó en el cargo de Procurador Judicial 

I I  Código 3PJ grado EC de la Procuraduría 113 

Administ rat iva de Medel lín como consta en Acta de Posesión 

No. 012.14 

 

3.5.2 Del trámite en el concurso de méritos.  

 

- Por Resolución 345 del 8 de jul io de 201615,  el Procurador 

General de la Nación estableció la l ista de elegibles dentro 

de la Convocator ia No. 006-2015 en el cargo de Procurador 

Judicial I I  de la Procuraduría Delegada para la Concil iación 

Administ rat iva en la que quedó en el puesto No. 98 el señor 

LUIS FERNANDO HENAO JARAMILLO.  

 

- Con Resolución 346 del 8 de jul io de 2016 16,  el Procurador 

General de la Nación estableció la l ista  de elegibles dentro 

de la Convocator ia No. 005-2015 en el cargo de Procurador 

Judicial I I .  

 

 
13 Fol io  109 del  exped iente .  

14 Fol io  111 del  exped iente .  

15 Fol ios 199 al  202 del  exped iente .  

16 Fol ios 103 al  105 del  exped iente .  
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3.5.3 Comunicaciones sobre las condiciones de estabilidad   

laboral reforzada.  

 

- Comunicación remit ida por el demandante, con anotación de 

que fue enviada por correo electrónico el 24 de sept iembre 

de 2015,17 al  Director de Gest ión Humana y al Jefe de Of ic ina 

Selección y Carrera de la Procuraduría General de la Nación 

en la que el señor QUINTERO SEPULVEDA sol ici ta ( i ) crear 

t ransitor iamente los cargos necesar ios para garant izar los 

derechos de los provis ionales en condición de 

prepensionados, ( i i) def inir  un t rámite preferencial para las 

demandas de pensiones de los empleados en provis ional idad 

y ( i i i)  acordar con Colpensiones un tr ámite preferente de las 

sol ici tudes de los empleados provisionales de la 

Procuraduría.  

 

- Of ic io del 27 de enero de 2016 18 dir igido por el señor 

QUINTERO SEPULVEDA a la Secretar ia General  de la 

Procuraduría General de la Nación en la que remite concepto 

del Departamento Administrat ivo de la Función Públ ica sobre 

los derechos de los empleados nombrados en provis ional idad 

que ostentan la cal idad de prepensionados.  

 

- El 19 de febrero de 2016, la Secretaría General de la de 

Procuraduría General de la Nación mediante Of ic io SG No. 

00052919 le informó al actor que la sol ic itud de prepensionado 

quedó registrada en la hoja de vida para una eventual 

terminación de la v inculación y en relación con la  creación 

de los cargos expresó que se considera inviable, por cuanto 

la competencia es del Congreso de la Repúbl ica . 

 
17 Fol ios 61 a l  67 de l  expediente.  

18 Fol ios 68 y 69 del  exped iente .  

19 Fol ios 70 y 71 del  exped iente .  
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- El 4 de octubre de 2016, la Secretar ia General de la 

Procuraduría General de la Nación  a t ravés de comunicación 

SG 00547620 le informa al señor QUINTERO SEPULVEDA  

que no reúne los requisitos para ser benef ic iario del amparo 

como padre cabeza de famil ia.  

 

- El día 1 de noviembre de 2016,  la Secretar ia General  de la 

Procuraduría General de la Nación con Of ic io SG No. 

00624321 le comunicó al señor QUINTERO SEPULVEDA que 

la l ista de elegibles contenida en la Resolución 357 de 2016 

se integra por 366 personas frente a 208 cargos ofertados 

por lo que la ent idad no t iene margen de maniobra para 

adoptar medidas af irmativas de protección.  

 

- El 9 de dic iembre de 201622,  la Secretar ia General de la 

Procuraduría General de la Nación comunica al  señor 

QUINTERO SEPULVEDA  la terminación de la v inculación en 

provis ional idad.  

 

- El 18 de enero de 2017, 23 el señor QUINTERO SEPULVEDA 

se dir ige al  Procurador General de la Nación para que sea 

reubicado en un cargo simi lar al que ocupa en razón a su 

condición de prepensionado y padre cabeza de famil ia.  

 

- El 14 de febrero de 2017, la Secretar ia General de la 

Procuraduría General de la Nación mediante Of ic io SG No. 

00094224 le dio respuesta al  señor QUINTERO SEPULVEDA 

sobre la sol ic itud de reubicación informándole que no es 

 
20 Fol ios 75 a l  77 de l  expediente.  

21 Fol ios 78 a l  80 de l  expediente.  

22 Fol io  110 del  exped iente .  

23 Fol ios 90 a l  93 de l  expediente.  

24 Fol ios 94 y 95 del  exped iente .  
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posible acceder a la misma, adic ionalmente le señaló que en 

la hoja de vida consta que part ic ipó en la Convocator ia 005-

2015 (s ic)  en los que se ofertaba 14 cargos y no obtuvo el 

puntaje requerido.  

 

- El 3 de mayo de 2017, con Of ic io SG No. 00244425 la 

Secretar ia General de la Procuraduría General de la Nación 

le informó al señor QUINTERO SEPULVEDA que no es 

posible adelantar estudio de su si tuación part icular en razón 

a que pr iman los derechos de las personas que obtuvieron el 

puntaje requerido y se encuentran en la l ista de elegibles.  

 

3.5.4 Otros documentos relevantes.  

 

- El 9 de dic iembre de 2016, el Juzgado Sépt imo 

Administ rat ivo Oral de Medel lín 26  ordenó a Colpensiones el 

reconocimiento liquidación y pago de la pensión de jubilación 

del señor QUINTERO SEPULVEDA.  

 

- Obra cert if icación del 4 de febrero de 2019 27 expedida por la 

Directora de Nómina de Pensionados de Colpensiones en la 

que constata que el señor QUINTERO SEPULVEDA no se 

encuentra en la nómina de pensionados.  

 

- El 13 de febrero de 2019, 28 el Secretar io General de la 

Procuraduría General de la Nación informa al Tribunal 

Administ rat ivo de Ant ioquia la l is ta de los 21 nombramientos 

y reintegros de personas que ocupaban el cargo en 

provis ional idad y que fueron desvinculados por los 

nombramientos en período de prueba de la convocator ia 

 
25 Fol ios 98 y 99 del  exped iente .  

26 Fol ios 56 a l  58 de l  expediente.  

27 Fol io  241 del  exped iente .  

28 Fol io  248 a l  250  de l exped ien te.  
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real izada con la Resolución 040 de 2015 de los cuales 12 

son prepensionados,  2 madre cabeza de familia y 7 s in 

condición de estabi l idad laboral.   

 

- El 26 de abri l  de 201929,  el Secretar io  General de la 

Procuraduría General de la Nación informa al Tribunal 

Administ rat ivo de Ant ioquia sobre tres personas nombradas 

en provis ional idad desvinculadas como consecuencia de la 

convocatoria real izada a través de la Resolución 040 de 2015 

German Darío Restrepo,  Luis Alberto Castañeda Hernández 

y Mario Alonso Álvarez informando que dos fueron 

nombrados en cargos de Asesor y uno en el cargo de 

Procurador Regional Caldas. Mediante Of ic io E -2019-

31140930 el  mismo Secretar io aclaró que ninguno estaba 

amparado por la f igura de estabi l idad laboral reforzada ni 

reten social.  

 

- Reposan recibos de pago de la pensión mensual31 a la 

Corporación Colegio Alemán Deutscher Schulverein de los 

meses de mayo y abri l de 2017 de los  dos hi jos del 

demandante. 

 

3.5.5 Análisis de la Sala.  

 

3.5.5.1 Estabil idad laboral reforzada.  

 

La parte demandante adujo que el acto acusado adolece de nul idad 

por infracción de las normas en las que debería fundarse, por 

cuanto desconoció los derechos const itucionales protegidos 

der ivados de su condición de prepensionado y padre cabeza de 

famil ia.    

 
29 Fol io  271 y  272 del  expediente .  

30 Fol io  282 del  exped iente .  

31 Fol ios 53 y 54 del  exped iente .  
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La estabi l idad laboral reforzada es una garant ía const itucional que 

se le otorga a un determinado grupo de personas que se encuentran 

en estado de vulnerabi l idad protegiéndolos del r iesgo de perder el 

empleo o t rabajo.  

 

Esta Corporación ha sostenido que :  

 

“La f igura de la es tab i l idad laboral re forzada consis te  en una 
pro tecc ión consti tuc iona l  de l  derecho fundamental  al  t raba jo 
que impl ica  res tricc iones super iores  para  var iar  las 
cond ic iones labora les  o desv incu lar a las personas que por 
encontrarse en una s i tuac ión de deb i l idad mani f iesta , 
requ ieren un t ra tamiento  a  t ravés de acc iones a fi rmat ivas 
concre tadas en proh ib ic iones para el  empleador, e l lo 
tend iente  a  garantizar la  igualdad mater ia l  de  un sujeto 
vu lnerab le  en términos de permanencia  de l  v íncu lo 
contrac tua l de t raba jo  o de la  relac ión lega l y  reglamentaria 
según sea e l  caso ”32 

 

A su vez, la Corte Const itucional  ha definido el derecho a la 

estabi l idad laboral reforzada como:  

 
“E l  derecho a  la  estabi l idad labora l  reforzada cons is te  en:     
“ ( i ) e l  derecho a conservar e l empleo; ( i i )  a no ser desped ido 
en razón de la  s i tuac ión de vu lnerab i l idad;  ( i i i )  a permanecer 
en e l  empleo hasta  que se requ iera  y  s iempre que no se 
conf igure una causa l ob je t iva que con l leve la desvincu lac ión 
de l  mismos…”33  

 

Ahora bien, en el  caso de los servidores públ icos nombrados en 

provis ional idad en cargos de carrera tanto la jurisprudencia de la 

Corte Const itucional como la de esta Corporación han sostenido 

que gozan de una estabi l idad laboral relat iva o intermedia , lo que 

impl ica que su ret iro debe fundarse en una causa legal la cual debe 

señalarse en el acto administ rat ivo, es decir el acto de 

desvinculación debe ser mot ivado . 

 

 
32 Consejo  de Estado,  Sa la Contenc ioso  Administ rat ivo,  Sección  Segunda, 
Subsecc ión A, 18  de  nov iembre  de  2021. Rad 47001-23-33-000-2016-00019-
01(0850-17)  

33 Sentenc ia  T 320/  16 .  
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Una de las causas legales es la provis ión del cargo que ocupan por 

el  nombramiento en per íodo de prueba de la persona que superó el 

concurso de méri tos y que se encuentra en la l ista de elegibles, en 

este caso la estabi l idad del funcionar io en provisional idad cede al 

mejor derecho que t iene la persona que ganó el concurso.  

 

No obstante, dentro de los servidores que ocupan provis ionalmente 

un cargo de carrera pueden encontrarse personas protegidas 

const itucionalmente por tener especial condición, como la de 

prepensionado o padre cabeza de famil ia.  

 

En este orden de ideas, aunque los servidores nombrados en 

provis ional idad gozan de una estabi l idad relat iva,  pueden ser 

ret i rados para proveer el cargo con una persona que concursó y 

obtuvo el derecho a ser nombrado en per iodo de prueba , sin 

per juic io del derecho que t ienen a un “t rato preferencial”  como 

medida de acción afirmat iva, pero sin desconocer los derechos 

fundamentales del funcionar io de carrera.  

 

Una de las condiciones que otorga la protección de la estabi lidad 

laboral es ostentar la cal idad de prepensionado,  f igura apl icable a 

“   aque l los  servidores  que cumplan con los  requ is itos  para  acceder a  la 

pens ión de jub ilación o de ve jez dentro de los t res años siguientes  o,  en 

o tras  pa labras ,  aque l los  a  los  que les  fa l te  t res  años o  menos para 

cumpl i r  los  requ is itos  que les  permit ir ían  acceder a  la  pensión de 

jub ilac ión o  ve jez”34 

 

En el caso sub examine el señor  ALVARO QUINTERO SEPULVEDA  

a la fecha del ret i ro contaba con 64 años de edad y el Juzgado 

Sépt imo Administrat ivo Oral de Medel lín le había ordenado a 

Colpensiones reconocer la pensión de jubi lación, s in em bargo el 

fal lo se encontraba apelado y estaba en trámite ante el Tr ibunal 

Administ rat ivo de Ant ioquia.  

 

 
34 Sentenc ia  SU 003 de  2018 . 
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En el t rámite de segunda instancia el demandante al lega 35 ( i)  fal lo 

profer ido por el Tribunal Administ rat ivo de Ant ioquia del 4 de 

sept iembre de 2020 en el que revoca la sentencia profer ida por  el 

Juzgado Sépt imo Administ rat ivo Ora l de Medel lín por considerar 

que no cumplía con las semanas de cotización requeridas y ( i i ) 

sentencia de tutela de esta Corporación del 11 de febrero de 2021 

en la que se deja s in efectos el fal lo del Tr ibunal y se le ordena se 

pronuncie nuevamente considerando la cert if icación de semanas 

aportada por el demandante, según la cual cumpliría con el t iempo 

exigido para acceder a la pensión.  

 

Consultado el proceso en el aplicat ivo SAMAI se encontró que el 5 

de abr i l de 2021 en cumplimiento del fallo de Tutela emit ido por 

esta Corporación, el Tr ibunal Administrat ivo de Ant ioquia ordena a 

Colpensiones a reconocer la pensión de vejez del señor QUINTERO 

SEPULVEDA desde el 12 de junio de 2016, sin embargo dispone su 

pago desde la fecha en que se acredite efect ivamente el ret i ro.  

 

De otra parte,  veri f icado el Regist ro Único de Af i l iados RUAF al 

demandante le fue reconocida la pensión de vejez por Colpensiones 

mediante Resolución 237941 del 23 de sept iembre de 2021.   

 

Así las cosas, no existe prueba en el expediente que para la fecha 

de retiro el señor QUINTERO SEPULVEDA, 1 de febrero de 2017,  

ostentaba la condición de prepensionado,  pues según la orden 

judic ial  de pr imera instancia  del 9 de dic iembre de 2016 que  le 

ordenaba a Colpensiones efectuar el reconocimiento de la pensión 

de jubi lación, ya cumplía con los requisitos de edad y semanas de 

cotización para acceder a el la, ta l como fue conf irmado años 

después por el Tr ibunal en sentencia del 5 de abr i l de 2021. 

 

La administración,  en este caso la Procuraduría General de la 

Nación, para la fecha de desvinculación no podía advert i r que el  

 
35 Índ ice 16 SAMAI .  
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fal lo favorable al actor que ordenaba el reconocimiento de la 

pensión iba a ser revocado en segunda instancia y su derecho s ólo 

sería reconocido 4 años después ,  razón por la cual no le era 

exigible a la ent idad proteger su condición.  Además debe advert i rse 

que el Tribunal Administrat ivo de Ant ioquia ordenó reconocer la 

pensión desde el 12 de junio de 2016 condicionando su pago a la 

fecha efect iva del ret i ro  

 

De otro lado,  en relación con el carácter de padre cabeza de famil ia , 

la Ley 82 de 1993, modif icada por la Ley 1232 de 2008,  definió 

madre cabeza de famil ia como:  

 

"Mujer  Cabeza de Famil ia" ,  qu ien  s iendo so l te ra  o  casada, 
tenga ba jo  su cargo,  económica o  soc ia lmente ,  en forma 
permanente,  h i jos menores  prop ios  u  otras  personas 
incapaces o  incapaci tadas para  traba jar , ya  sea por ausencia 
permanente o  incapac idad fís ica ,  sensor ia l,  s íqu ica  o moral 
de l  cónyuge o compañero permanente  o  def ic ienc ia 
sus tanc ia l  de  ayuda de los  demás miembros de l  núc leo 
fami l ia r . ” 

 

La Corte Const itucional en Sentencia C 044/04 declar ó la expresión 

“madres  cabeza de fami l ia s in  al ternat iva  económica ”,  exequible de 

manera condicionada en el entendido que  “… la  pro tecc ión debe 

ex tenderse a los  padres  que se encuentren en la  misma s i tuación,  en 

aras de pro teger la preva lenc ia de los  derechos de los n iños y  el  grupo 

fami l ia r  a l  que pertenecen ”. ( Negri l la fuera de texto) 

 

Dicha extensión de la protección se ha efectuado al hombre en 

virtud de garant izar a los hi jos menores de edad  recibir “amor y 

cuidado” de la misma manera que cuando la madre es cabeza de 

famil ia.  

 

En sentencia de unif icación la Corte Const itucional36ha determinado 

los requisitos que debe acreditar el padre cabeza de famil ia para 

tener derecho a la protección especial:   

 
36 SU 385  /05.  
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“(i) Que sus hi jos  p rop ios , menores  o  mayores 
d iscapac i tados,  estén a  su cuidado, que v ivan con él , 
dependan económicamente de él  y  que rea lmente  sea una 
persona que les   br inda e l cu idado y  el  amor que los  niños 
requ ieran para  un adecuado desarro l lo  y  c rec imiento;  que 
sus  ob l igac iones de apoyo,  cu idado y  manutenc ión sean 
e fec tivamente  asumidas y  cumpl idas ,  pues se descarta todo 
t ipo  de procesos jud ic ia les  y  demandas que se s igan contra 
los  t raba jadores  por inas istenc ia  de ta les compromisos.  
  
(ii) Que no tenga a lternativa económica,  es dec ir , que se 
t rate de una persona que t iene e l  cu idado y la  manutenc ión 
exc lus iva de los n iños y  que en e l evento  de v iv i r con su 
esposa o  compañera, ésta  se encuentre  incapac itada f ís ica , 
menta lmente  o moralmente , sea de la  te rcera edad, o su 
presenc ia  resu l te  to ta lmente  ind ispensab le  en la  a tenc ión de 
h i jos  menores  enfermos, disc apaci tados o  que médicamente 
requ ieran la  presenc ia  de la  madre.  
  
(iii) Lo anter io r,  s in  perju ic io  de la  ob l igac ión que le  as is te  de 
acred i tar  los  mismos requis i tos  formales  que la  Ley 82 de 
1993 le  impone a  la  madre cabeza de fami l ia  para  demostrar 
ta l cond ic ión. En efec to , de conformidad con e l parágra fo del 
a r tículo  2  de la  Ley 82 de 1993: “es ta condic ión  ( la de mujer 
cabeza de famil ia  y en su caso, la del  hombre cabeza de 
fami l ia )  y  la  cesación de la  misma, desde e l  momento en que 
ocurra  e l respect ivo  evento ,  deberá ser declarada por la 
mujer cabeza de famil ia  de bajos  ingresos ante notar io , 
expresando las  c i rcunstancias  bás icas  de su caso y  s in  que 
por es te concepto ,  se  causen emolumentos  notar iales  a  su 
cargo .” 

 

Dentro del  material  probator io obrante en el expediente solo 

reposan unos recibos de pago del colegio de sus hijos menores , lo 

cual no es suf ic iente de acuerdo con la ley y la jur isprudencia, para 

acreditar la calidad de “padre cabeza de familia” ; no existe certeza 

de que sus hi jos menores viv ían con el demandante y depend ían 

económicamente de él, además no está demostrado que no pose ía 

otra alternat iva económica por tener su esposa algún  impedimento 

fís ico, mental o de otra naturaleza para hacerse cargo de su 

manutención. 

 

Así las cosas, está probado que el acto de ret iro del accionante 

obedeció a una causa legal,  toda vez que se dio como consecuencia 

del nombramiento en per iodo de prueba de una persona que se 
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encontraba en la l ista de elegibles, previo concurso de méritos y no 

se probó que el señor QUINTERO SEPULVEDA al momento del 

ret i ro ostentara una condición que estuviera protegida por la 

estabi l idad laboral reforzada como la de prepensionado o padre 

cabeza de famil ia,  que obligara a la  entidad a otorgarle un “ trato 

preferencial” como medida de acción af irmativa.  

 

3.5.5.2 Procedencia de la condena en costas en primera 

instancia.  

 

El demandante sol ici tó se revoque la imposic ión de la condena en 

costas, por cuanto actuó de buena fe s in temeridad y respetando el 

marco jurídico que rodea el proceso.  

 

Las costas están integradas por la total idad de las expensas y 

gastos sufragados durante el curso del proceso y por las agencias  

en  derecho37 que corresponde a los gastos de defensa judic ial  

relacionados con el apoderamiento del proceso.  

 

Esta Subsección en sentencia del 7 de abr il  de 201638 respecto a la 

condena en costas en vigencia del CPACA concluyó que para la 

imposic ión de costas la legislación var ió de un cr iter io subjet ivo con 

el CCA a uno objetivo valorativo con el CPACA.  

 

De manera que, se pasó de tener en cuenta la conducta de las 

partes por parte del Juez (temeridad o mala fe) a un cri ter io 

“objet ivo” en que en toda sentencia se debe disponer sobre las 

costas, ya sea para condenar total o parcialmente o para 

 
 

37 Ar t ícu lo 361  de l Cód igo General  de l  Proceso.  

38 Conse jo de Estado, Sala Contenc ioso  Administrat ivo,  Secc ión Segunda  Rad. 
13001-23-33-000-2013-00022-01 (1291-2014) ,  Conse jero Ponente:  Wil l iam 
Hernández Gómez.  
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abstenerse de imponerlas y “valorat ivo” porque  se requiere que el 

juez revise si se causaron.  

 

En el caso sub examine el a quo  para imponer la condena en costas 

se fundamentó en el numeral 1 del art iculo 365 del CGP que 

dispone: 

 

“1 .  Se condenará en cos tas  a  la  parte  venc ida en e l  p roceso,  
o  a qu ien se le  resue lva desfavorab lemente  e l recurso de 
ape lac ión,  casac ión,  que ja ,  súp l ica ,  anu lac ión o  rev is ión que 
haya propuesto . Además, en los casos espec iales prev is tos 

en es te  cód igo.”  ( Subraya fuera de texto)  
 

Bajo este entendido, el juez para imponer la condena en  costas no 

debe tener en cuenta la conducta de la parte s ino que existe una 

parte vencida tal como lo consideró el  Tribunal,  pero además, debe 

considerar que se hayan causado en el proceso.  

 

Revisado el expediente se observa que la ent idad demandada 

ejerció la defensa judic ial en el  proceso,  contestó la demanda, 

part ic ipó en la audiencia inic ial y presentó alegatos de conclusión, 

por lo que efectivamente se causaron las costas.  

 

En consideración a lo expuesto, la Sala señala que tal como lo 

consideró el Tr ibunal, no se puede colegir que el acto administrat ivo 

acusado adolezca de algún vic io de nul idad  y no existe razón para 

revocar la condena en costas,  por lo que se conf irmará la sentencia 

de pr imera instancia.  

 

4. Costas. 

 

El concepto de las costas del proceso está relacionado con todos 

los gastos necesarios o út i les dentro de una actuación de esa 

naturaleza y comprende los denominados gastos del proceso, que 

incluye los honorar ios de abogado o agencias del derecho 39,  los 

 
39 Ar t ícu lo 361  de l Cód igo General  de l  Proceso.  
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l lamados en la Ley 1437 de 2011 gastos ordinar ios del proceso 40 y 

otros como son los necesar ios para traslado de test igos y para la 

práct ica de la prueba per ic ial,  los honorar ios de auxi l iares de la 

just ic ia como per itos y secuestres, transporte de expediente al 

superior en caso de apelación.  

 

En cuanto al recurso de apelación surt ido ante esta Corporación,   

se condenará en costas en segunda instancia a la parte 

demandante, toda vez que se cumplen los presupuestos de los 

numerales 1,3 y 8 del artículo 365 del Código General del Proceso ,41 

puesto que se ha resuelto desfavorablemente el  recurso de 

apelación interpuesto contra la sentencia de pr imera instancia,  y se 

acreditó que se causaron, ya que la ent idad demandada alegó de 

conclusión.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administ rat ivo, Sección Segunda, Subsección A, 

administ rando just ic ia en nombre de la Repúbl ica de Colombia y 

por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. CONFIRMAR   la sentencia de 25 de sept iembre de 2019 , 

profer ida por el  Tr ibunal Administrat ivo de Ant ioquia,  que negó las 

pretensiones de la demanda en el proceso promovido por Álvaro 

Quintero Peña contra la Procuraduría General de la Nación. 

 

SEGUNDO. CONDENAR  en costas a la parte demandante en esta 

instancia.  Las mismas se l iquidarán de conformidad con lo 

establecido en el artículo 366 del Código General del Proceso.  

 
40 Ar t ícu lo 171  No. 4 en conc. Ar t .  178 ib .  

 

41 “8 .  Solo  habrá lugar  a  cos tas  cuando en  e l  exped iente  aparezca  que se 
causaron y en la med ida  de  su  comprobación.”  
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TERCERO. Ejecutor iada esta providencia devolver  el expediente al 

Tribunal de or igen, previas las anotaciones correspondientes en el 

programa «SAMAI».   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

La anter ior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en 

sesión celebrada el veinte (20) de octubre de dos mil  veint idós 

(2022) 

 

 

GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ 
Consejero de Estado 

 
 
 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ    RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS 
Consejero de Estado   Consejero de Estado 

 
 

 


